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Doctor

JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT

JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE
DEL CAUCA. 

E.          S.         D.

 

 

Radicado                 76147333300320210012300

Demandante:          YANETH ALCARAZ ACOSTA   C.C 31421285

Demandado:                     ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -
COLPENSIONES

Proceso:                                    ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL
DERECHO

Asunto.                   CONTESTACION A LA DEMANDA

 

 

DIANA MARIA BEDON CHICA, abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada
con la cedula de ciudadanía No 38.551.759 de Cali – Valle ,   con Tarjeta
Profesional   No 129434 del C.S.J, en calidad de apoderada sustituta de la
Administradora Colombiana de Pensiones- COLPENSIONES- conforme al Memorial
de Sustitución otorgado por   el   Dr. LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO
identificado con la cedula de ciudadanía No 16736240, con Tarjeta Profesional No
56392 del C.S.J, facultado para actuar en nombre y representación de la
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES,
mediante poder otorgado por Escritura Publica 337 de la Notaria Novena de
Bogotá, le solicito al Juzgado reconocerme personería para actuar y estando en
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término legal   presento contestación a la demanda propuesta por la señora
YANETH ALCARAZ ACOSTA C.C 31421285,  la cual se adelanta en su Despacho.

ADJUNTO EN ESTE CORREO ELECTRONICO LO SIGUIENTE:

1. Escrito de Contestación a la Acción de Nulidad y Restablecimiento de Derecho en
referencia.
2. Memorial de Sustitución de Poder.
3. Escritura Publica 337 de la Notaria Novena de Bogotá.
4. Expediente Administrativo de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA C.C
31421285

MUCHAS GRACIAS

DIANA MARIA BEDON CHICA

ABOGADA    

Correo Electrónico: dianabedon@yahoo.com

Carrera 5ª  N.º 10-63 Oficina 429.  

Edificio Colseguros.  Cali - Centro

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO YANET ALCARAZ ACOSTA.rar

EXPEDIENTE ADMINISTRATIVO YANET
ALCARAZ ACOSTA.rar
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Doctor 

JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT 

JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE DEL CAUCA.  

E.          S.         D. 

 

 
Radicado           76147333300320210012300  
Demandante:          YANETH ALCARAZ ACOSTA   C.C 31421285 
Demandado:           ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES -COLPENSIONES 
Proceso:                   ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 
Asunto.            CONTESTACION A LA DEMANDA 
 

 

DIANA MARIA BEDON CHICA, abogada en ejercicio, mayor de edad, identificada con la 

cedula de ciudadanía No 38.551.759 de Cali – Valle ,  con Tarjeta Profesional  No 129434 

del C.S.J, en calidad de apoderada sustituta de la Administradora Colombiana de 

Pensiones- COLPENSIONES- conforme al Memorial de Sustitución otorgado por  el  Dr. 

LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO identificado con la cedula de ciudadanía No 

16736240, con Tarjeta Profesional No 56392 del C.S.J, facultado para actuar en nombre y 

representación de la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, 

mediante poder otorgado por Escritura Publica, le solicito al Juzgado reconocerme 

personería para actuar y estando en término legal  presento contestación a la demanda 

propuesta por la señora YANETH ALCARAZ ACOSTA C.C 31421285,  la cual se adelanta en 

su Despacho. 

 

NATURALEZA JURÍDICA DE LA ENTIDAD DEMANDADA, REPRESENTACIÓN LEGAL Y 

DOMICILIO.  La Administradora Colombiana de Pensiones –COLPENSIONES- es una 

empresa industrial y comercial del estado del orden nacional, organizada como entidad 

financiera de carácter especial, vinculada al Ministerio de Trabajo con personería jurídica, 

autonomía administrativa y patrimonio independiente, cuyo objeto consiste en la 

administración estatal del régimen de prima media con prestación definida incluyendo la 

administración de los beneficios económicos periódicos de que trata el Acto Legislativo 01 

de 2005 modificatorio del artículo 48 de la constitución Política, de acuerdo con lo que 

establezca la ley que los desarrolle. La representación legal la ejerce la Doctora JUAN 

MIGUEL VILLA, quien obra en su calidad de Presidente. El domicilio principal es la ciudad 

de Bogotá D.C., en la Carrera 10 No. 72-33 Torre B piso 11, número telefónico 2170100. 

 

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE CADA UNO DE LOS HECHOS DE LA 
DEMANDA 
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AL HECHO PRIMERO. Es cierto en el sentido que COLPENSIONES otorga Pensión de Vejez 

especial como funcionaria del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- 

INPEC, mediante Resolución SUB -65659 de fecha 15 de Mayo del 2017 conforme a la Ley 

32 de 1986 con una tasa de reemplazo del 75% y un Ingreso Base de Liquidación de 

$1.943.652 y posteriormente mediante Resolución SUB -151902 de fecha 09 de Agosto del 

2017, COLPENSIONES  reliquido la prestación económica conforme a la Ley 32 de 1985 y 

Decreto 1158 del 03 de Junio de 1994,  teniendo en cuenta que son las normas aplicables 

para su caso en concreto 

Es necesario aclarar que beneficiarios del régimen de transición tienen derecho a que se 

les conserve del régimen al que se encontraban afiliados al 01 de Abril de 1994; la edad 

para pensionarse, el tiempo de servicio o el número de semanas cotizadas y el monto de 

la pensión, por otro lado el Ingreso Base de Liquidación a aplicar sería el  promedio que 

resulte de acuerdo a lo estipulado en el Artículo 21 de la Ley 100 de 1993 conforme a las a 

reglas establecidas en el propio Artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

AL HECHO SEGUNDO. Es cierto mediante Resolución SUB -65659 de fecha 15 de Mayo del 

2017, COLPENSIONES reconoce Pensión de Vejez especial a la demandante YANET 

ALCARAZ ACOSTA como funcionaria del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y 

CARCELARIO- INPEC, sin embargo se deja en suspenso su pago hasta que se presentara el 

certificado de retiro del servicio, por cuanto se encontraba activa laboralmente en este 

momento. 

AL HECHO TERCERO.  Es cierto en el sentido que COLPENSIONES reconoce Pensión de 

Vejez especial a la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA como funcionaria del INSTITUTO 

NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC con una tasa de reemplazo del 75% y 

un Ingreso Base de Liquidación de $1.943.652, pero posteriormente mediante Resolución 

SUB -151902 de fecha 09 de Agosto del 2017, COLPENSIONES  reliquido la prestación 

económica conforme a la Ley 32 de 1985 y Decreto 1158 del 03 de Junio de 1994. 

Debe tenerse en cuenta que los beneficiarios de la transición que establece el Parágrafo 5° 

del Acto Legislativo del 2005 que remite directamente al Artículo 96 de la Ley 32 de 1986, 

no contempló los factores salariales a tener  en  cuenta  para  efectos  de  la  liquidación  

de  la  pensión  de  jubilación, como tampoco el Ingreso Base de Liquidación, razón por la 

cual es procedente  remitirse a los artículos 114 de la Ley 32 de 1986 y 184 del Decreto 

407 de 1994, que señalaron la aplicación del régimen vigente para los empleados públicos 

del orden nacional. Por lo anterior, es importante precisar que si bien la norma vigente 

para los empleados  del orden nacional, a que hace referencia el Artículo 114 de la Ley 32 

de 1986 y 184 del Decreto 407 de 1994, lo era la Ley 33 de 1985; esta norma no aplica a 

los servidores cobijados por un régimen especial, como los funcionarios del INSTITUTO 

NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, dada la exclusión expresa en el 

artículo 1° Inciso Segundo y por tanto, respecto a los factores salariales es necesario 

acudir a los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003, por ser las 

normas vigentes al momento del reconocimiento pensional. 
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AL HECHO CUARTO.  Es cierto que la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA presento ante 

COLPENSIONES Recurso de Reposición y en subsidio de Apelación, el día 28 de Junio del 

2017 contra la Resolución SUB -65659 de fecha 15 de Mayo del 2017, solicitando la 

Reliquidación de la mesada pensional aplicando el 75% del promedio salarial del último 

año laborado. 

COLPENSIONES mediante Resolución SUB -151902 de fecha 09 de Agosto del 2017, 

reliquida la prestación económica de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA conforme a 

la Ley 32 de 1985 y Decreto 1158 del 03 de Junio de 1994,  teniendo en cuenta que son las 

normas aplicables para su caso en concreto. 

AL HECHO QUINTO. Es cierto en el sentido que COLPENSIONES reliquido la Pensión de 

Vejez de la señora YANET ALCARAZ ACOSTA mediante Resolución SUB -151902 de fecha 

09 de Agosto del 2017 conforme a la Ley 32 de 1985 y Decreto 1158 del 03 de Junio de 

1994 teniendo en cuenta todos los factores salariales devengados y el promedio de lo 

cotizado en los últimos 10 años por ser el más favorable a la demandante.  

La mesada pensional al ser reliquidada por COLPENSIONES mediante Resolución 1913 del 

2019, arrojo un Ingreso Base de Liquidación de $2.132.504  con una tasa de reemplazo de 

75% y una mesada pensional para el año 2019 de $1.599.538. 

AL HECHO SEXTO. No es cierto mediante Resolución SUB- 1913 del 08 de Enero del 2019, 

COLPENSIONES resuelve el Recurso de Apelación a la demandante y reliquida la Prestación 

Económica conforme al Artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y  Ley 32 de 1986 por remisión 

expresa del Parágrafo Transitorio 01 del 2005.  
 

AL HECHO SEPTIMO. Es cierto en el sentido que COLPENSIONES realiza la liquidación de 

las mesadas pensionales que reconoce con ajuste a la Ley, jurisprudencia y normatividad 

existe, razón por la cual mediante Resolución informa a la demandante YANET ALCARAZ 

ACOSTA las razones jurídicas por la cual es improcedente la reliquidación de su mesada 

pensional con aplicación del Ingreso Base de Liquidación del promedio del último año de 

servicio, toda vez que su ingreso al Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria del INPEC 

fue  con anterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 2090 del 2003, es decir, el 28 de 

Julio del 2003 de acuerdo a lo anterior se da aplicación a la Ley 32 de 1986 por vía de 

transición, sin embargo,  no se contempló los factores a tener  en  cuenta  para  efectos  

de  la  liquidación  de  la  Prestación Económica de los funcionarios del INSTITUTO 

NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, como tampoco el Ingreso Base de 

Liquidación, razón por la cual es procedente  remitirse a los artículos 114 de la Ley 32 de 

1986 y 184 del Decreto 407 de 1994, que señalaron la aplicación del régimen vigente para 

los empleados públicos del orden nacional. Por lo anterior, es importante precisar que si 

bien la norma vigente para los empleados  del orden nacional, a que hace referencia el 

artículo 114 de la Ley 32 de 1986 y 184 del Decreto 407 de 1994, lo era la Ley 33 de 1985, 

esta norma no aplica a los servidores cobijados por un régimen especial, como los 

funcionarios del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, dada la 

exclusión expresa en el artículo 1° inciso segunda y por tanto en cuento a los factores es 
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necesario acudir a los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003, 

por ser las normas vigentes al momento del reconocimiento pensional. 

AL HECHO OCTAVO. No es cierto es una apreciación jurídica del apoderado de la parte 

demandante, por lo cual me abstengo de calificar. 

En el presenta caso se trata de la liquidación de una Prestación Económica resuelta 

conforme a la aplicación de lo dispuesto en el Parágrafo 5° del Acto Legislativo 01 del 2005 

toda vez que la demandante la demandante ingreso al Cuerpo de Custodia y Vigilancia 

Penitenciaria del INPEC  con anterioridad a la entrada en vigencia del Decreto 2090 del 

2003, es decir, el 28 de Julio del 2003. 

AL HECHO NOVENO. Es cierto en el sentido que la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA  

ingreso al INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC con anterioridad 

a la entrada en vigencia del Decreto 2090 del 2003, es decir, el 28 de Julio del 2003 de 

acuerdo a lo anterior se da aplicación a la Ley 32 de 1986 para el reconocimiento y pago 

de su Prestación Económica Especial por Vejez, lo anterior conforme a la Resolución SUB -

65659 de fecha 15 de Mayo del 2017 y SUB -151902 de fecha 09 de Agosto del 2017. 

AL HECHO DECIMO. No es cierto es una apreciación jurídica del apoderado de la parte 

demandante, por lo cual me abstengo de calificar. Al respecto considero que 

COLPENSIONES realizo la liquidación de la mesada pensional de la demandante YANET 

ALCARAZ ACOSTA conforme a derecho, aplicando un Ingreso Base de Liquidación de 

$12.132.504 con una tasa de reemplazo de 75% y una mesada pensional para el año 2019 

de $1.599.538 

AL HECHO ONCE. Es cierto en el sentido que COLPENSIONES efectuó la reliquidación de la 

mesada pensional mediante Resolución SUB -151902 de fecha 09 de Agosto del 2017 

aplicando un Ingreso Base de Liquidación de $1.954.767 con una tasa de reemplazo de 

75% y una mesada pensional para el año 2017 de $1.466.075. 

AL HECHO DOCE.  Es cierto en el sentido que la señora YANET ALCARAZ ACOSTA laboro 

1.168 conforme a su Historia Laboral, lo que evidentemente demuestra que laboro más de 

20 años al servicio del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, 

razón por la cual COLPENSIONES reconoce mediante acto administrativo Pensión Especial 

de Vejez por Alto Riesgo de acuerdo a lo estipulado por la Ley 32 de 1986 por remisión 

expresa del Acto Legislativo 01 del 2005. 

AL HECHO TRECE. Es  cierto en el sentido que mediante Certificación emitida por la 

Coordinación del Grupo de Seguridad Social del INPEC se especifica que a la demandante 

YANET ALCARAZ ACOSTA se le realizaron los respectivos descuentos a la Seguridad Social 

sobre todos los factores salariales de acuerdo al Decreto 1158 de 1994, Decreto 2090 del 

2003 y al Decreto 1045 de 1978. 

AL HECHO CATORCE. No es cierto mediante Resolución SUB- 1913 del 08 de Enero del 

2019, COLPENSIONES resuelve el Recurso de Apelación a la demandante y reliquida la 
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Prestación Económica conforme al Artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y  Ley 32 de 1986 por 

remisión expresa del Parágrafo Transitorio 01 del 2005, dada la exclusión expresa en el 

Artículo 1° Inciso 2° de la Ley 33 de 1985  y por tanto es necesario acudir a los artículos 21 

y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003. 

La Resolución SUB- 1913 del 08 de Enero del 2019 fue notificada a la señora YANET 

ALCARAZ ACOSTA el día 21 de Enero del 2019, de acuerdo al Acta de Notificación 

2019_773243  

PRONUNCIAMIENTO EXPRESO SOBRE LAS PRETENSIONES: 
 

Con fundamento en lo expuesto en la presente contestación a la demanda, en nombre de 

mi representada, la ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES, 

me opongo a todas y cada una de las pretensiones de la demanda por ser improcedentes, 

toda vez que la Prestación Económica del demandante YANET ALCARAZ ACOSTA, se 

reconoció conforme a derecho de acuerdo a Ley 32 de 1986 por remisión expresa del Acto 

Legislativo 01 del 2005, para la liquidación de la mesada pensional se aplicó el Ingreso 

Base de Liquidación más favorable, por valor de $2.132.504, siendo este el 

correspondiente al promedio de los 10 últimos años cotizados con una tasa de reemplazo 

del 75%, lo que arrojo una mesada pensional de $1.599.378 para el año 2019. 

PRIMERA Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo SUB-65659 del 

15 de Mayo del 2017, por medio del cual COLPENSIONES reconoce la Pensión de Vejez 

Especial de la señora YANET ALCARAZ ACOSTA como funcionaria del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC, toda vez COLPENSIONES reconoce la Prestación 

Económica de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA conforme a derecho, de acuerdo a 

la Ley 32 de 1986 por remisión expresa del Acto Legislativo 01 del 2005, para la liquidación 

de la mesada pensional se aplicó el Ingreso Base de Liquidación más favorable conforme al 

Artículo 21 de Ley  los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003 y 

todos los factores salariales devengados de acuerdo Decreto 1158 del 03 de Junio de 

1994. 

SEGUNDA. Me opongo expresamente a la Nulidad del Acto Administrativo SUB -151902 

del 09 de Agosto del 2017 por medio del cual COLPENSIONES resuelve Recuso de 

Reposición interpuesto por la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA, se actualiza el valor 

de la mesada pensional y se confirma en todo lo demás el Acto Administrativo SUB-65659 

del 15 de Mayo del 2017, lo anterior teniendo en cuenta que COLPENSIONES reconoció la 

Prestación Económica de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA conforme a derecho, de 

acuerdo a la Ley 32 de 1986 por remisión expresa del Acto Legislativo 01 del 2005, para la 

liquidación de la mesada pensional se aplicó el Ingreso Base de Liquidación más favorable 

conforme al Artículo 21 de Ley  los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 

797 de 2003 y todos los factores salariales devengados de acuerdo Decreto 1158 del 03 de 

Junio de 1994. 

TERCERA. Me opongo a la declaratoria de nulidad sobre cualquier Acto Ficto Presunto 

Negativo sobre las pretensiones de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA en esta 

Acción Judicial de Nulidad lo anterior teniendo en cuenta que COLPENSIONES reconoció la 
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Prestación Económica de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA conforme a derecho, de 

acuerdo a la Ley 32 de 1986 por remisión expresa del Acto Legislativo 01 del 2005. 

CUARTA. Me opongo a la Reliquidación de la Pensión de Vejez especial  de la señora 

YANET ALCARAZ ACOSTA como funcionaria del Instituto Nacional Penitenciario y 

Carcelario INPEC, toda vez que  COLPENSIONES realizo la liquidación de la mesada 

pensional de la demandante conforme a derecho, aplicando un Ingreso Base de 

Liquidación de $2.132.504 con una tasa de reemplazo de 75% y una mesada pensional 

para el año 2019 de $1.599.538. 

Para la liquidación de la mesada pensional se aplicó el Ingreso Base de Liquidación más 

favorable conforme al Artículo 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003 y 

todos los factores salariales devengados de acuerdo Decreto 1158 del 03 de Junio de 

1994. El parágrafo transitorio 5º del Acto Legislativo 01 de 2005 estipula la aplicación del  

Artículo  96  de  la  Ley  32  de  1986  para  resolver  las  reclamaciones pensionales 

presentadas por los empleados del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria del INPEC 

que se vincularon con anterioridad del 28 de julio de 2003, aclarando,  por  supuesto,  que  

dichas  prestaciones  serán  liquidadas  tomando  en consideración las reglas fijadas por la 

Ley 100 de 1993 y sus reglamentos. 

QUINTA. Me opongo a la pretensión por retroactivo de diferencias pensionales, toda vez 

que considero que la  liquidación de la mesada pensional de la demandante YANET 

ALCARAZ ACOSTA, efectuada por COLPENSIONES mediante Resolución SUB-1913 del 08 de 

Enero del 2019, se encuentra ajustada a derecho conforme a las normas aplicables a su 

caso en específico y no existe saldo a favor de la demandante. 

En la actuación administrativa en la cual la entidad pública no accedió a las pretensiones 

de la demandante se ajustó de manera rigurosa a todas las disposiciones constitucionales 

y legales; a cuyas disposiciones están sometidos también los afiliados. 

SEXTA. Me opongo a la pretensión por concepto de Indexaciones o Intereses ya que estos 

proceden solo cuando existe mora en el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas.  

No proceden sobre Diferencias Pensionales, que en el presente caso no hay derecho a 

reclamar. 

Al liquidar las diferentes  prestaciones económicas, COLPENSIONES indexa los valores 

cotizados de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor (IPC) y cada año se incrementa el 

valor de las pensiones en igual sentido. La obligación surgida a la luz del derecho entre el 

ISS como administrador del Régimen de Pensiones de Prima Media con Prestación 

definida y el pensionado es  la indicada en la ley, esto es, la mesada pensional, para cuyo 

cálculo el legislador dispuso, de manera expresa, factores matemáticos precisos. La 

liquidación de la pensión de vejez del demandante se efectuó de conformidad a la 

norma vigente a la época en que se pensiono la demandante  

Las Prestaciones Económicas que otorgo  COLPENSIONES se fundamentan en una 

liquidación que actualiza los ingresos base de cotización de cada ano que va a formar 

parte del Ingreso base de liquidación para luego éste se siga actualizando anualmente con 
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base en el Índice de precios al consumidor  IPC a fin de que el dinero no pierda su valor 

adquisitivo acorde con lo dispuesto por el Art.21 de la ley 100/93.  

SEPTIMA. Igualmente me opongo a la pretensión por Costas Procesales toda vez que al 

demandante no le asiste el derecho reclamado Reliquidación de la mesada pensional, 

como tampoco tendría derecho a ningún tipo de intereses o indexaciones, por lo cual se 

deberá declarar probada las excepciones propuestas y condenar en costas a la parte 

demandante. 

OCTAVA. Me opongo a cualquier pretensión contraria a la normatividad aplicable toda vez 

que COLPENSIONES como Administrador del Régimen de Prima Media con prestación 

definida debe acatar la Ley entre las cuales se encuentra las previstas en el Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo. 

NOVENA. . Me opongo a la pretensión por concepto de Intereses Moratorios ya que estos 

proceden solo cuando existe mora en el pago de las mesadas pensionales ya reconocidas.  

No proceden sobre Diferencias Pensionales, que en el presente caso no hay derecho a 

reclamar. 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto y 

concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones propias del 

sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses por mora a los 

pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en virtud de un mandato legal, 

convencional o particular. Inclusive, ello sucede con independencia de que su derecho haya sido 

reconocido con fundamento en la Ley 100 de 1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la 

moratoria se causa por el solo hecho de la cancelación tardía de las mesadas pensionales, en 

aplicación del artículo 53 Superior.” 

PRETENSION SUBSIDIARIA Me opongo a la Reliquidación de la Pensión de Vejez especial  

de la señora YANET ALCARAZ ACOSTA como funcionaria del Instituto Nacional 

Penitenciario y Carcelario INPEC,  toda vez que  COLPENSIONES reliquido la mesada 

pensional de la demandante mediante Resolución SUB-1913 del 08 de Enero del 2019, 

conforme a derecho, aplicando una tasa de reemplazo del 75%  y el Ingreso Base de 

Liquidación más favorable que corresponde al promedio de los últimos 10 años cotizados 

conforme al Artículo 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003 y todos los 

factores salariales devengados de acuerdo Decreto 1158 del 03 de Junio de 1994. 

COLPENSIONES cancela mensualmente la prestación económica a la demandante YANET 

ALCARAZ ACOSTA y no existen saldos a su favor. 

Así como se expresa en la presente contestación de la demanda y como se demostrará en 

el proceso, la demandante no tiene derecho a las pretensiones reclamadas en 

consecuencia solicito se ABSUELVA a mí representada  de los cargos formulados en su 

contra y  se condene en costas a la parte actora. 

HECHOS, FUNDAMENTOS Y RAZONES DE  DERECHO DE LA DEFENSA. 
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La demandante YANET ALCARAZ ACOSTA es actualmente Pensionado por COLPENSIONES 

mediante Resolución SUB -65659 del 15 de Mayo del 2017, conforme a los parámetros de 

la Ley 32 de 1986, de acuerdo a lo que establece el Acto Legislativo 01 del 2005 en su 

parágrafo transitorio 5°, su mesada pensional se liquidó con el promedio de los 10 últimos 

años de cotización conforme al Artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y con los factores 

salariales del Articulo 18 y 19 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 1158 de 1994. 

Mediante  Resolución SUB-151902 del 09 de Agosto del 2017, COLPENSIONES se modificó 

la cuantía inicial bajo los parámetros de la Ley 100 de 1993 en lo demás se confirmó en 

todas y cada una de sus partes la Resolución SUB -65659 del 15 de Mayo del 2017. 

Posteriormente mediante SUB- 1913 del 08 de Enero del 2019, COLPENSIONES reliquida 

por segunda ocasión la Prestación Económica de la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA 

aplicando un Ingreso Base de Liquidación de $2.132.504, una tasa de reemplazo de 75% lo 

que arroja una mesada pensional para el año 2019 de $1.599.538. 

la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA solicita la reliquidación de su mesada pensional a 

partir del 01 de Enero del 2019, teniendo en cuenta para ello el 75% del promedio de los 

salarios devengados en el último año de servicio, es decir, del 01 de Enero del 2018 al 31 

de Diciembre del 2018, junto con todos los factores salariales consagrados en el Artículo 

45 del Decreto 1045 de 1978 y conforme a  las disposiciones de la Ley 32 de 1986 y el 

parágrafo transitorio 5° del Acto Legislativo 01 del 2005 reglamentado por el Artículo 1° 

del Decreto 1950 del 2005. 

Al respecto es necesario tener en cuenta lo siguiente: 

El Acto Legislativo 01 del 2005, establece en su Parágrafo Transitorio 5° lo siguiente: 
 
"Parágrafo transitorio 5o. De conformidad con lo dispuesto por el artículo 140 de la Ley 

100 de 1993 y el Decreto 2090 de 2003, a partir de la entrada en vigencia de este último 

decreto, a los miembros del cuerpo de custodia y vigilancia Penitenciaria y Carcelaria 

Nacional se les aplicará el régimen de alto riesgo contemplado en el mismo. A quienes 

ingresaron con anterioridad a dicha fecha se aplicará el régimen hasta ese entonces 

vigente para dichas personas por razón de los riesgos de su labor, este es el dispuesto para 

el efecto por la Ley 32 de 1986, para lo cual deben haberse cubierto las cotizaciones 

correspondientes 

Ley 32 de 1986 Articulo 96. Pensión de Jubilación: Los miembros del Cuerpo de Custodia 
y Vigilancia Penitenciaria Nacional, tendrán derecho a gozar de la pensión de jubilación al 
cumplir veinte (20) años de servicio, continuos o discontinuos al servicio de la Guardia 
Nacional, sin tener en cuenta su edad.  

Ley 32 de 1986  Articulo 45. DE LOS FACTORES DE SALARIO POR LA LIQUIDACION DE 
CESANTIA Y PENSIONES. Para efectos del reconocimiento y pago del auxilio de cesantía y 
de las pensiones a que tuvieren derecho los empleados públicos y trabajadores oficiales, 
en la liquidación se tendrán en cuenta los siguientes factores de salario:  
   

http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/ley_0100_1993_pr002.html#140
http://www.secretariasenado.gov.co/senado/basedoc/decreto_2090_2003.html#1
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a.-La asignación básica mensual;  
 
b.- Los gastos de representación y la prima técnica;  
  
 c.- Los dominicales y feriados;  
  
 d. Las horas extras;  
  
 e. Los auxilios de alimentación y transporte;  
  
 f. La prima de Navidad;  
 
  g. La bonificación por servicios prestados;  
  
 h. La prima de servicios;  
  
 i. Los viáticos que reciban los funcionarios y trabajadores en comisión cuando se hayan percibido 
por un término no inferior a ciento ochenta días en el último año de servicio;  
  
 j. Los incrementos salariales por antigüedad adquiridos por disposiciones legales anteriores al 
decreto-ley 710 de 1978;  
  
 k. La prima de vacaciones;  
   
l. El valor del trabajo suplementario y del realizado en jornada nocturna o en días de descanso 
obligatorio;  
  
 ll .Las primas y bonificaciones que hubieran sido debidamente otorgadas con anterioridad a la 
declaratoria de  inexequibilidad del artículo 38 del decreto 3130 de 1968, MODIFICADO 
POSTERIORMENTE. 
 

COLPENSIONES estipulo los siguientes lineamientos en relación al estudio de las Pensiones 
de Vejez especial de los funcionarios del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y 
CARCELARIO –INPEC,  CIRCULAR  15 DEL  2015  
 

A. Requisitos para ser beneficiario de la pensión de vejez por exposición al alto 
riesgo: 
 
I. Ostentar 20 años de servicio en dicha institución en los cargos oficiales, 
suboficiales y guardianes del cuerpo de custodia y vigilancia. 
 
II. No se requiere que acrediten edad alguna. 
 
III. La tasa de reemplazo es del 75%. 
 
B. ingreso base de liquidación. 

 
Se determinará conforme los criterios jurídicos institucionales de reconocimiento y 
liquidación pensional. 
 

También señala que. “ en cualquier caso si el afiliado al Régimen de Prima Media con 
Prestación Definida que pretenda el reconocimiento de la Pensión Especial de Vejez por 
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actividad de alto riesgo, tanto por el régimen general previsto en el Decreto 2090 del 
2003, como en cualquiera de los especiales analizados en precedencia, no reúne los 
requisitos para acceder a dicha prestación económica tendrá derecho a que su prestación 
económica sea estudiada con las reglas generales propias del Sistema General de 
Pensiones y el reconocimiento de la Pensión de Vejez que le corresponda conforme a la 
norma de la que llegue a ser beneficiario. 
 

Mediante Sentencia del 22 de abril de 2010, radicado. No. interno 0858 -09, CP Dr. 

Gerardo Arenas Monsalve, El Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección “B”, señala 

lo siguiente: 

“(…) Sobre este particular, debe decirse que la disposición en materia pensional vigente 
antes de la expedición de la Ley 100 de 1993, para los empleados oficiales del orden 
nacional, era la Ley 33 de 1985 que, si bien es cierto en su artículo 1° fijó los requisitos de 
tiempo y edad necesarios para el reconocimiento de una pensión de jubilación, también lo 
es que en su inciso segundo excluyó de esta regla a los empleados oficiales que disfrutaban 
de un régimen especial de pensiones, como son los integrantes del Cuerpo de Custodia y 
Vigilancia Penitenciaria y Carcelaria Nacional del INPEC. 

 

De este modo, para que a un empleado del Cuerpo de Custodia y Vigilancia Penitenciaria 
Nacional del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, a partir de la entrada en 
vigencia de la Ley 100 de 1993, le fuera reconocida una pensión de jubilación con 
aplicación del régimen especial previsto en los artículos 96 de la Ley 32 de 1986 y 168 del 
Decreto 407 de 1994, debía acreditar una de las condiciones descritas en el inciso 2º del 
artículo 36 del Sistema General de Seguridad Social, cuales son: edad o tiempo de servicio. 

 

Sin embargo, la discusión ventilada en el seno de la Sección Segunda no aborda con 
claridad los efectos puntuales del parágrafo transitorio 5º del Acto Legislativo 01 de 2005 
o del artículo 1º del Decreto 1950 de 2005, o el horizonte pensional que enfrentarían 
quienes no cumplen el requisito de la transición, como sí lo hizo la Sala de Consulta y 
Servicio Civil; el análisis de la Sección Segunda se ha concentrado en los efectos de la Ley 
100 de 1993 sobre los artículos 96 de la Ley 32 de 1986 y 168 del Decreto 407 de 1994, sin 
desatar cuestiones adicionales que resultan de trascendental importancia para resolver el 
asunto 
Sub examine. 
 

Ahora, si en gracia de discusión se aceptara que la tesis defendida por la Sección Segunda 
es la única vía para obtener el reconocimiento con Ley 32 de 1986, el horizonte pensional 
de esos afiliados quedaría automáticamente gobernado por la Ley General de Pensiones, 
la cual estipula que los empleados del Cuerpo de Custodia y Vigilancia del INPEC tienen 
derecho a una pensión especial de vejez por alto riesgo, cuyos requisitos de causación son 
Paradójicamente, los consignados en la Ley 32 de 1986.  
 
Entonces, si por ausencia de la transición no es posible acceder a la pensión de jubilación 
Prevista en La Ley 32 de 1986, el afiliado podría optar por la pensión especial de vejez por 
actividad de alto riesgo, contenida en el Decreto 1950 de 2005 y el Acto Legislativo 01 de 
2005, normas que a su vez remiten a las reglas de causación de la Ley 32 de 1986. 
 

Para dar estricto cumplimiento al contenido literal del parágrafo transitorio 5º del Acto 

Legislativo 01 de 2005, debe aplicarse el Artículo 96 de la Ley 32 de 1986 para resolver las 

reclamaciones pensionales presentadas por los empleados del Cuerpo de Custodia y 

Vigilancia Penitenciaria del INPEC que se vincularon con anterioridad del 28 de julio de 
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2003, aclarando, por supuesto, que dichas prestaciones serán liquidadas tomando en 

consideración las reglas fijadas por la Ley 100 de 1993 y sus reglamentos. 

La Ley 32 de 1986 no contempló los factores a tener  en  cuenta  para  efectos  de  la  

liquidación  de  la  Prestación Económica de los funcionarios del INSTITUTO NACIONAL 

PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, como tampoco el Ingreso Base de Liquidación, 

razón por la cual es procedente  remitirse a los artículos 114 de la Ley 32 de 1986 y 184 

del Decreto 407 de 1994, que señalaron la aplicación del régimen vigente para los 

empleados públicos del orden nacional. Por lo anterior, es importante precisar que si bien 

la norma vigente para los empleados  del orden nacional, a que hace referencia el artículo 

114 de la Ley 32 de 1986 y 184 del Decreto 407 de 1994, lo era la Ley 33 de 1985, esta 

norma no aplica a los servidores cobijados por un régimen especial, como los funcionarios 

del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, dada la exclusión 

expresa en el artículo 1° inciso segunda y por tanto en cuento a los factores es necesario 

acudir a los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003, por ser las 

normas vigentes al momento del reconocimiento pensional. 

Al respecto la Sentencia del 22 de abril de 2010, radicado. No. interno 0858 -09, CP Dr. 

Gerardo Arenas Monsalve, El Consejo de Estado Sección Segunda, Subsección “B”, 

también expresa lo siguiente: 

No obstante lo anterior, el 1 de abril de 1994 entró a regir el Sistema de Seguridad 

Social en pensiones para el nivel nacional, creado por la Ley 100 de 1993 el cual 

dispuso  la  aplicación  general  de  sus  disposiciones  (artículo  11)  y  no  incluyó  al 

INPEC dentro de los exceptuados de las mismas (artículo 279). Sin embargo, la 

citada Ley 100 de 1993 al establecer el régimen transición, previsto en su artículo 

36, permitió que la situación particular de los empleados que se encontraban, en 

ese momento, próximos a adquirir su estatus pensional, se siguiera rigiendo, en 

cuanto  a  la  edad,  tiempo  de  servicio  y  monto  de  la  pensión,  por  las 

disposiciones normativas existentes con anterioridad a la entrada en vigencia del 

nuevo  régimen  general  de  pensiones.  Para  mayor  ilustración  se  transcribe  el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993:   

“Art.  36.  Régimen  de  transición.  La  edad  para  acceder  a  la pensión de vejez, 

continuará en cincuenta y cinco (55) años para las mujeres y sesenta (60) para los 

hombres, hasta el año 2014, fecha en la cual la edad se incrementará en dos años, 

es decir, será de 57 años para las mujeres y 62 para los hombres.   

La Corte Constitucional en reiterados pronunciamientos que constituyen precedente ha 

establecido la línea interpretativa constitucional y legal válida respecto del artículo 36 

ibídem, en lo que atañe a los afiliados  al  Régimen  de  prima media  con  prestación  

definida  beneficiarios  del  régimen  de  transición, precisando que mientras lo relativo a 

la edad, el tiempo de servicios o número de semanas cotizadas y la tasa de reemplazo, se 

encuentran regulados por el régimen pensional anterior, la forma de liquidar dicha 

prestación se sujeta a lo dispuesto en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993.  
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 Por su parte, la misma Corporación en reciente sentencia T-109 de 2019 – Corte 

Constitucional, indica lo siguiente:  

“(ii)  Desconocimiento  del  precedente,  cuando  las  providencias  judiciales  cuestionadas  

son posteriores  a  la  Sentencia  C-258  de  2013  y  se  apartan  de  las  reglas  

jurisprudenciales determinadas en ese fallo y en las Sentencias SU-230 de 2015 7 , SU-427 

de 2016 8 , SU-395 de 2017 9 , SU-631 de 2017 10 , SU-068 de 2018 11 , SU-114 de 2018 

12 , entre otras”  

Así las cosas, la Corte Constitucional ha trazado una línea jurisprudencial en el siguiente 

sentido:   

Sentencia C-168 de 1995 - Elementos régimen de transición-IBL no hace parte del régimen 

de transición.  

En primer lugar, la Corte Constitucional abordo el alcance de los incisos 2° y 3° del artículo 

36 de la Ley 100 de 1993 y dispuso:  

“Dado que en la Ley 100 de 1993 se modifican algunos de los requisitos para acceder a la 

pensión de vejez, se establece en el inciso segundo del artículo 36, materia de acusación, 

un régimen de transición que da derecho a obtener ese beneficio mediante el 

cumplimiento de los requisitos de edad, tiempo de servicio, o semanas cotizadas 

estatuidas en la legislación anterior, para las personas que a la fecha de entrar a regir el 

nuevo sistema de seguridad social, tengan 35 años o más de edad si son mujeres, y 40 o 

más años de edad si son hombres; o a quienes hayan cumplido 15 o más años de servicios 

cotizados. Las demás condiciones y requisitos aplicables a estas personas para obtener tal 

derecho son los contenidos en las disposiciones de la nueva ley.  

 En el inciso tercero se fija el ingreso base para liquidar la pensión de vejez de las personas 

antes citadas, disponiendo que para quienes les faltare "menos" de diez (10) años de 

servicio para adquirir el derecho, será el promedio de lo devengado en el tiempo que les 

hiciere falta para ello, o el cotizado durante todo el tiempo si éste fuere superior, 

actualizado anualmente con base en la variación del índice de precios al consumidor, 

según certificación que expida el DANE. Y, si el tiempo que les hiciere falta fuere igual o 

inferior a dos (2) años a la entrada de  vigencia  de  la  ley,  el  ingreso  base  para  liquidar  

la  pensión  será  el  promedio  de  lo devengado en los dos (2) últimos años, para los 

trabajadores del sector privado y de un (1) año para los servidores públicos.”  

 La Corte sostuvo que sin importar cuál era la vinculación anterior, las personas serían 

beneficiarias del régimen de transición cuando cumplieran los requisitos de edad, tiempo 

de servicio o semanas cotizadas, pero las demás condiciones para acceder al derecho 

pensional serían las fijadas en la Ley 100 de 1993.  

 Sentencia C-258 de 2013 - Elementos transición-factores salariales cotizados.  
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En la sentencia C 258 de 2013 expresamente la Corte Constitucional condicionó la 

constitucionalidad de las restantes expresiones del articulado, dejando sentado lo 

siguiente respecto del cálculo del Ingreso  

Base de Liquidación, así:  

 “De igual manera, resulta claro que el régimen dispuesto por el artículo 17 de la Ley 4 de 

1992, es constitucional si se entiende que: (i) no puede extenderse el régimen pensional 

allí previsto, a quienes con anterioridad al 1º de abril de 1994, lo cual incluye lo 

establecido en el Artículo 2 del Decreto 1293 de 1994, no se encontraren afiliados al 

mismo, (ii) como factores de liquidación de la pensión solo podrán tomarse aquellos 

ingresos que hayan sido recibidos efectivamente  por  el  beneficiario,  tengan  carácter  

remunerativo  del  servicio  y  sobre  los cuales se hubieren realizado las cotizaciones 

respectivas, (iii) las reglas sobre Ingreso Base de  Liquidación  aplicables  a  todos  los  

beneficiarios  de  este  régimen  especial,  son  las contenidas en los artículos 21 y 36, 

inciso tercero, de la Ley 100 de 1993, según el caso y (iv) las  mesadas  correspondientes  

no  podrán  superar  los  veinticinco  (25)  salarios mínimos legales mensuales vigentes”. 

(Negrillas fuera de texto)  

 En  la  misma  sentencia  se  refirió  específicamente  al  alcance  y  la  interpretación  del  

ingreso  base  de liquidación en relación con el régimen de transición previsto en el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993 y sostuvo:  

 “La Sala recuerda que el propósito original del Legislador al introducir el artículo 36 de la 

Ley 100  de  1993,  tal  como  se  desprende  del  texto  de  la  disposición  y  de  los  

antecedentes legislativos,  fue  crear  un  régimen  de  transición  que  beneficiara  a  

quienes  tenían  una expectativa legítima de pensionarse conforme a las reglas especiales 

que serían derogadas.  

Para  estas  personas,  el  beneficio  derivado  del  régimen  de  transición  consistiría  en  

una autorización de aplicación ultractiva de las reglas de los regímenes a los que se 

encontraban afiliados, relacionadas con los requisitos de edad, tiempo de servicios o 

cotizaciones y tasa de reemplazo. Ingreso Base de Liquidación no fue un aspecto sometido 

a transición, como se aprecia claramente en el texto del artículo 36. Hecha esta aclaración, 

la Sala considera que no hay una razón para extender un tratamiento diferenciado 

ventajoso en materia de Ingreso Base de Liquidación a los beneficiarios del régimen 

especial del artículo 17 de la Ley  4  de  1992;  en  vista  de  la  ausencia  de  justificación,  

este  tratamiento  diferenciado favorable desconoce el principio de igualdad.”  

 Así las cosas, con esta sentencia la Corte Constitucional deja sentado una línea 

hermenéutica y decisoria al  respecto,  manifestándose  por  primera  vez  en  un  caso  

con  supuestos  fácticos  análogos,  que  los beneficiarios de esta legislación (Ley 4 de 

1992), que cuenta con aplicación ultractiva en virtud del régimen de transición, debía ser 

liquidada en su IBL con fundamento en las reglas contenidas en los artículos 21 y 36  

Ibídem.  Esta  interpretación  es  el  fundamento  directo  de  la  parte  resolutiva  de  la  
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sentencia constitucional, aspecto que genera una regla de obligatorio cumplimiento, pues 

como ya se dijo se trata de una sentencia con efectos erga omnes y, por tanto, resulta 

vinculante para el juez administrativo.   

En aras de garantizar la protección de los principios de solidaridad e igualdad y la finalidad 

del Estado Social de Derecho, esta liquidación debe regirse por las reglas contenidas en los 

artículos 21 y 36 de la  

Ley  100  de  1993,  evitando  de  este  modo  la  concesión  de  beneficios  

manifiestamente desproporcionados y, por tanto, la elevación injustificada de la cuantía 

de las pensiones.  

 Sentencia T-078 de 2014 - IBL no hace parte del régimen de transición  

 En esta sentencia, la Corte Constitucional señaló:  

  “La Sala Plena de la Corte en la Sentencia C-258 de 2013, estableció que el régimen de 

transición consiste en un beneficio de quienes hacen parte de regímenes especiales [que 

permite verificar y rectificar] la aplicación ultractiva de los requisitos de aquellos, pero 

sólo los relacionados a la edad, tiempo de servicios y tasa de reemplazo, y no el ingreso 

baso de liquidación – IBL”  

 Auto 326 de 2014 - IBL no hace parte del régimen de transición  Mediante Auto 326 de 

2014 la Corte Constitucional negó una solicitud de nulidad interpuesta contra la sentencia 

anteriormente señalada y además precisó que la decisión fijada en la sentencia C-258 de 

2013 constituye  precedente  que  debe  ser  acatado  por  todas  las  autoridades.  Al  

respecto  puntualmente manifestó:  

Lo anterior deja en evidencia que dentro de la ratio decidendi de la Sentencia C-258 de  

2013,  este  tribunal  interpretó  las  normas  que  regulan  la  aplicación  del  régimen  de  

transición,  señalando  que  el  modo  de  promediar  la  base  de  liquidación  no  podía  

ser  la estipulada  en  la  legislación  anterior,  puesto  que  la  transición  sólo  comprende  

los conceptos de edad, monto y semanas de cotización y, en efecto excluye el promedio 

de liquidación, en tanto, el mismo artículo 36, inciso tercero, determinó las reglas para ese 

fin, y en su defecto las del artículo 21 de la Ley 100 de 1993.  

 La Sala Plena reafirmó el alcance de la Sentencia C-258 de 2013, al señalar que la regla de 

interpretación frente al ingreso base de liquidación -IBL- no solo constituye un precedente 

para la población objeto de dicho pronunciamiento, sino que resulta un “precedente 

interpretativo de acatamiento obligatorio que no puede ser desconocido en forma 

alguna”.    

Por esta razón, en el referido auto, la Corte negó la solicitud de nulidad de la Sentencia T-

078 de 2014, que confirmó las decisiones de los jueces laborales, dirigidas a negar la 

reliquidación de la pensión de vejez con base en la legislación que rige a los trabajadores 

de la extinta Telecom, pues el IBL no era un aspecto sometido a la transición.   
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 En  el  mencionado  Auto,  la  Sala  Plena  afirmó  que  la  ratio  decidendi  de  la  Sentencia  

C-258  de  2013 constituye  un  parámetro  vinculante  para  las  autoridades  judiciales,  al  

señalar  que:  “es  importante destacar  que  el  parámetro  de  interpretación  fijado por  

la  Corte  en  la  materia,  a  pesar  de  que  no  se encuentra situado  de  forma  expresa en 

la  parte  resolutiva  de  dicha  providencia,  fundamenta  la  ratio decidendi que dio lugar a 

una de las decisiones adoptadas en la Sentencia C-258 de 2013 y, por lo tanto, constituye 

un precedente interpretativo de acatamiento obligatorio”.   

Sentencia SU 230 de 2015- IBL no hace parte del régimen de transición En esta Sentencia 

de unificación la Corporación reiteró el precedente jurisprudencial fijado en la sentencia 

C-258 de 2013, especialmente, en lo relacionado con la norma aplicable para establecer el 

ingreso base de liquidación de la prestación económica a reconocer, y a la letra dijo:  

“Aunque la interpretación de las reglas del IBL establecidas en la Sentencia C-258 de 2013 

se enmarcan en el análisis del régimen especial consagrado en el artículo 17 de la Ley 4 de 

1992, con fundamento (i) en que dicho régimen vulneraba el derecho a la igualdad al 

conceder privilegios a una de las clases más favorecidas de la sociedad y (ii) en la medida 

en que el régimen especial de congresistas y magistrados contiene ventajas 

desproporcionadas frente a los demás regímenes especiales, ello no excluye la 

interpretación en abstracto que se  

realizó sobre el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 en el sentido de establecer que el IBL no 

es un aspecto de la transición y, por tanto, son las reglas contenidas en este las que deben 

observarse para determinar el monto pensional con independencia del régimen especial al 

que se pertenezca”. (Negrillas fuera de texto)  

 De  esta  forma  la  Corte  constitucional como  órgano  de  cierre  e  interprete  natural  

de  la  Constitución Política,  reafirmó  su  postura  definida  en  una  sentencia  de  control  

abstracto  de  constitucionalidad estableciendo con ello una línea jurisprudencial sobre la 

exclusión del IBL como un aspecto del régimen de transición previsto en el artículo 36 de 

la Ley 100 de 1993, precedente interpretativo de obligatorio cumplimiento en razón a sus 

efectos erga omnes y de cosa juzgada constitucional.   

Sobre el particular dicha Corporación agregó:  

“En  este  punto,  cabe  anotar  que  de  acuerdo  con  la  jurisprudencia  constitucional  los 

pronunciamientos de la Corte, en particular, los que se emiten en sede de control 

abstracto, son obligatorios en razón a sus efectos erga omnes y de cosa juzgada 

constitucional y que basta tan solo una sentencia para que exista un precedente a seguir. 

(…)  

Teniendo  en  cuenta  lo  expuesto,  esta  Sala  evidencia  que  en  el  caso  del  actor  no  

existe vulneración de su derecho al debido proceso, específicamente, no se estructuró el 

defecto sustantivo alegado, en razón a que si bien existía un precedente jurisprudencial 

que seguían las salas de revisión para resolver problemas jurídicos como el que ahora el 

actor pone a consideración de la Corte, lo cierto es que dicho precedente cambió a partir 
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de los recientes pronunciamientos  de  la  Sala  Plena,  en  donde  fijan  un  precedente  

interpretativo  sobre el alcance de los incisos 2 y 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993.”  

Con esto se concluye, que la exégesis fijada por la Corte Constitucional en las Sentencias 

C-238 de 2013 y SU  230  de  2015  va orientada  a  que  las pensiones,  

independientemente  del  régimen  especial  que  se aplique en virtud de la transición, se 

deben liquidar de conformidad con los parámetros establecidos en los artículos 21 y 36, 

inciso tercero, de la Ley 100 de 1993, según el caso.  

 Sentencia SU -427 de 2016 - IBL no hace parte del régimen de transición   

 En  esta  oportunidad,  la  Corte  Constitucional  invocando  su  propio  precedente  

constitucional ratificó las reglas interpretativas establecidas en la Sentencia C-258 de 

2013, en relación con la manera de liquidar una pensión de vejez o Jubilación a los 

beneficiarios del régimen de transición, puntualizando que el beneficio otorgado por el 

legislador consiste en la aplicación ultractiva de los requisitos de (i) edad, (ii) tiempo de 

servicios o cotizaciones y (iii) tasa de reemplazo, sin que el ingreso base de liquidación 

(IBL) estuviese sometido a transición. Sumando a ello, planteó una tesis argumentativa 

frente al abuso del derecho en el reconocimiento desproporcionado de una mesada 

pensional, en los siguientes términos:  (…)  

Ahora  bien,  el  reconocimiento de una pensión de  vejez  o de jubilación con  ocasión del 

régimen de transición sin tener en cuenta la reseñada hermenéutica del artículo 36 de la 

Ley  100  de  1993,  puede  derivar  en  un  abuso  del  derecho de  quien  se  aprovecha  de  

la interpretación de las normas o reglas de los regímenes prestacionales 

preconstitucionales, para fines o resultados incompatibles por el ordenamiento jurídico.  

En  ese  sentido, este  Tribunal  ha  aclarado  que  cuando,  para estos  efectos,  se utilizan  

los conceptos del abuso del derecho y fraude a la ley, no se trata de establecer la 

existencia de conductas ilícitas o amañadas, sino del empleo de una interpretación de la 

ley que resulta contraria a la Constitución y como resultado de la cual, la persona accedió 

a una pensión, por fuera del sentido conforme a la Carta del régimen pensional y que 

produce una objetiva desproporción y falta de razonabilidad en la prestación.(negrilla y 

subraya fuera de texto original)  

En este sentido, el aplicar de manera adecuada la norma, esto es, de conformidad con la 

interpretación ya  instituida  respecto  a  la  exclusión  del  IBL,  como  aspecto  del  

régimen  de  transición,  evita  el reconocimiento de pensiones con abuso de derecho y, 

con ello, que se genere un perjuicio irremediable a las finanzas del Estado.  

Así mismo, la SU-427 de 2016, señala que se “permite atender al principio general del 

derecho según el cual de la ilegalidad no se generan derechos y permite la aplicación del 

mecanismo previsto en el Acto Legislativo 01 de 2005, el cual autoriza afectar la 

intangibilidad de las sentencias ejecutoriadas para impedir que se mantengan situaciones 

irregulares en desmedro del erario público”, como debe ser en el presente caso.  
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 Sentencia SU-395 de 2017 - IBL no hace parte del régimen de transición La Corte 

Constitucional en dicho proveído, estudió determinados casos que obviaron el precedente 

fijado desde la C-258 de 2013 y, consecuentemente, dejó sin efectos unas sentencias 

proferidas por el Consejo de Estado, al incurrir en un defecto sustantivo por 

desconocimiento del texto legal al otorgarle un alcance no previsto por el legislador, 

acompañado, además, de una violación directa de la Constitución.  

 En relación con el cálculo del ingreso base de liquidación, esta sentencia indicó.   

 “En este orden de ideas, es posible concluir que de acuerdo con lo expresamente 

establecido por el legislador en el artículo 36 de la Ley 100 de 1993, por el Constituyente 

en el Acto Legislativo 01 de 2005, así como con los principios de eficiencia del Sistema de 

Seguridad Social, correspondencia entre lo cotizado y lo liquidado, y el alcance y 

significado del régimen de transición, la interpretación constitucionalmente admisible es 

aquella según la cual el monto de la pensión se refiere al porcentaje aplicable al IBL, y, por 

tanto, el régimen de transición no reconoce que continúan siendo aplicables ni el IBL ni los 

factores salariales previstos con anterioridad a la Ley 100 de 1993.”  

  Por  otra  parte,  esta  sentencia  en  una  de  sus  consideraciones,  citó  el  Auto  326  de  

2014,  y  refutó categóricamente las erradas abstracciones a las que algunos jueces habían 

llegado, al concluir que la Sentencia C-258 de 2013, se centró en una población en 

particular, y que, por tanto, no se aplicaba a quienes tuvieran una calidad laboral distinta,y 

de ese modo se apartaban de tan importante precedente judicial. (…)  

 Precisamente, en el Auto 326 de 2014, la Sala Plena reafirmó el alcance de la Sentencia C-

258 de 2013, al señalar que la regla de interpretación frente al ingreso base de liquidación 

-IBL- no solo constituye un precedente para la población objeto de dicho 

pronunciamiento, sino que resulta un “precedente interpretativo de acatamiento 

obligatorio que no puede ser desconocido en forma alguna”.  

Finalmente,  esta  sentencia  unificadora  de  la  jurisprudencia  tuvo  en  cuenta  

situaciones  de  abuso  del derecho  por  interpretación  de  la  Ley  contraria  a  la  

constitución,  lo  que  condujo  al  reconocimiento desproporcionado de pensiones que le 

imponían al Sistema Pensional y, por tanto, al Estado la obligación de proveer un subsidio 

demasiado alto para el pago de las mismas.   

 Sentencia SU 023 de 2018 - IBL no hace parte del régimen de transición  

 Ante  todo,  en  esta  sentencia  de  unificación  la  Corte  Constitucional,  una  vez  más,  

reiteró  la  postura establecida en la sentencia C - 258 de 2013, respecto a que el régimen 

de transición únicamente ampara las reglas relacionadas con la edad, el tiempo de 

servicios o cotizaciones y la tasa de reemplazo, por tanto, el cálculo del IBL se encuentra 

excluido de transición, de ahí que debe regirse por las normas del nuevo sistema general 

de pensiones.  
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En el mismo sentido, la Alta Corporación constitucional realizó un análisis de las tesis 

acogidas por la Corte Suprema de Justicia, Consejo de estado y Corte Constitucional, en 

razón a la interpretación de la aplicación del IBL en el régimen de transición de que trata el 

artículo 36 de la Ley 100 de 1993, que en síntesis concluyó: 

Dos conclusiones se derivan del estudio contenido en los numerales anteriores: primero, 

que, en  la  actualidad,  la  Corte  Suprema  de  Justicia  y  la  Corte  Constitucional  tienen  

una interpretación similar del régimen de transición de que trata el artículo 36 de la Ley 

100 de 1993, y, segundo, que el Consejo de Estado difiere de la interpretación de las otras 

Altas Cortes,  básicamente,  porque  considera: (i) que  el  artículo  36  da  lugar  a  varias 

interpretaciones y que, ante esa situación, debe acudirse a la interpretación más favorable 

para  quien  se  pretende  pensionar,  es  decir,  la  que  resulte  más  conveniente  en  cada 

caso; (ii) que el concepto de “monto”, desde una perspectiva gramatical, no excluye per 

se, la noción de IBL; y (iii) que aplicar de forma “fraccionada” el régimen de transición, 

esto es, determinando  la  edad,  el  tiempo  de  servicios  o  cotizaciones  y  el “monto” 

con  la  norma derogada, y el IBL con la norma vigente, implica el desconocimiento de los 

principios de inescindibilidad normativa y de seguridad jurídica.”   

Teniendo en cuenta que la postura del Consejo de Estado hasta ese momento no era 

compatible con la jurisprudencia constitucional de unificación de la Sala Plena de la Corte 

Constitucional, en esta providencia se incluyó una fuerte crítica a la tesis acogida por el 

órgano de cierre de la Jurisdicción contenciosa, desvirtuando todos los supuestos 

contrarios a la línea interpretativa fijada, en el ejercicio del control abstracto de 

constitucionalidad, en la Sentencia C-258 de 2013, y desarrollada en diferentes sentencias 

de unificación, señalando al respecto lo siguiente:  

(…)  

(iii) No es cierto que se vulnere la seguridad jurídica, pues, precisamente, lo que se busca 

con la  implementación  de  un  régimen  de  transición  es  beneficiar  a  quienes  tenían  

una expectativa legítima de pensionarse conforme a las reglas especiales que serían 

derogadas, esto es, adoptar medidas tendientes a darles certeza sobre el régimen jurídico 

aplicable y los instrumentos  y  mecanismos  necesarios  para  garantizar  la  vigencia  de  

sus  derechos  e intereses pensionales.  

 (iv) Tampoco es cierto que la aplicación del inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993, 

de lugar, per se, al desconocimiento del principio de “inescindibilidad” o“conglobamento”, 

en  los  términos  de  la  jurisprudencia  del  Consejo  de  Estado.  Si  bien  es  cierto  que  

las disposiciones deben “aplicarse de manera íntegra en su relación con la totalidad del 

cuerpo normativo al que pertenece, sin que sea admisible escisiones o fragmentaciones 

tomando lo más  favorable  de  las  disposiciones  en  conflicto,  o  utilizando  disposiciones  

jurídicas contenidas en un régimen normativo distinto al elegido” 102 , también lo es que 

aquel principio no es absoluto, pues el propio legislador puede determinar la forma en la 

que se debe aplicar una disposición, como, de manera expresa, lo hizo en el artículo 36 de 

la Ley 100 de 1993. De no ser así, incluso, no tendría razón de ser la aplicación del régimen 
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de transición en materia pensional.  De  otra  parte,  advierte  la  Sala  que,  de  todas  

formas,  dicho  principio  admite diversas limitaciones por parte del juez, las cuales, en 

todo caso, tienen que ser valoradas atendiendo a los principios de razonabilidad y 

proporcionalidad.  

Sentencia SU-068 de 2018 - IBL no hace parte del régimen de transición y factores 

salariales solo se debe incluir los cotizados. En dicha sentencia la Corte Constitucional 

reiteró la importancia y obligación de seguir el precedente ya fijado respecto al IBL, 

señalando al respecto lo siguiente:  

“la Corte llama la atención sobre la obligación que tienen los jueces y corporaciones de 

seguir los pronunciamientos emitidos por parte de los altos tribunales de justicia, deber 

que se maximiza cuando estamos en presencia de las decisiones de la Corte 

Constitucional, ya sea de las providencias proferidas en el trámite de constitucionalidad o 

de amparo tutelar de derechos. La obligatoriedad del precedente pretende garantizar los 

principios de igualdad, de justicia formal, de buena fe y de seguridad jurídica, así como 

realizar la coherencia y consistencia  del  sistema  jurídico.  En  ese  contexto,  reprocha  

que  el  Consejo  de  Estado hubiese desconocido el balance judicial vigente en torno a la 

exclusión del ingreso base de liquidación del régimen de transición, como se había 

advertido en las Sentencias SU-230 de 2015 y SU-427 de 2016.”   

 A partir de lo esbozado, resulta absolutamente claro cuál es el precedente jurisprudencial 

en vigor de la Corte Constitucional sobre la materia.  Sentencia de Unificación radicado 

núm. 52001233300020120014301 Consejo de Estado. 

Es necesario precisar que si bien la línea interpretativa del Consejo de Estado se alejaba de 

la postura de la Corte Constitucional invocando, entre otros principios, el de la 

INESCINDIBILIDAD de la norma, recientemente en sentencia de Unificación radicado núm. 

52001233300020120014301 M.P. Cesar Palomino Cortes, dicha Corporación manifestó: 

“(…) Para la Sala Plena de esta Corporación esa es la lectura que debe darse del artículo 36 

de la Ley 100 de 1993. El artículo 36 contiene todos los elementos y condiciones para que 

las personas beneficiarias del régimen transición puedan adquirir su pensión de vejez con 

la edad, el tiempo de servicios o semanas de cotización y la tasa de reemplazo del régimen 

anterior y con el IBL previsto en el mismo artículo 36, inciso 3, y en el artículo 21 de la Ley 

100 de 1993. La regla establecida por el legislador en el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 

100 de 1993 excluyó la aplicación ULTRACTIVA del ingreso base de liquidación que 

consagraba el régimen general de pensiones anterior a dicha ley. El reconocimiento de la 

pensión en las condiciones previstas a cabalidad por el artículo 36 de la Ley 100 de 1993 

constituye un verdadero beneficio para este grupo poblacional, porque frente a los 

mismos requisitos que están consagrados para el Sistema General de Pensiones, 

indudablemente, le son más favorables.  

De dicha sentencia de unificación se extrae claramente, que allí se adopta la misma 

postura de la Corte Constitucional, en cuanto a que el IBL a tener en cuenta en el régimen 
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de transición es el señalado por el artículo 36 y que, respecto del régimen anterior 

aplicable a cada caso en concreto, solo se tendrá en cuenta la edad, semanas y tasa de 

reemplazo. 

De igual manera, es importante resaltar que el Consejo de Estado en la mencionada 

sentencia dispuso: 

“Segundo: Advertir a la comunidad en general que las consideraciones expuestas en esta 

providencia, en relación con los temas objeto de unificación, son obligatorias para todos 

los casos en discusión tanto en vía administrativa como judicial, en atención a lo expuesto 

en la parte motiva de esta providencia.” 

Por lo cual, es importante precisar que que la motivación de los Actos Administrativos 

emitidos por mi prohijada se ciñe completamente a las normas Constitucionales, Legales y 

Jurisprudenciales, establecidas para el caso. Consecuente con ello, no es cierto que en las 

resoluciones demandadas emitidas por COLPENSIONES, se haya omitido la inclusión de 

emolumentos percibidos por el demandante, por cuanto el reconocimiento y liquidación 

de la pensión se hizo conforme a los factores constitutivos de salario sobre los cuales el 

demandante efectuó debidamente la cotización, según el reporte de Historia Laboral, no 

teniendo en cuenta para el cálculo del IBL todos los factores salariales devengados 

durante el último año de servicios, sino los establecidos en el Decreto 1158 de 1994, el 

cual consagra: 

Artículo 1º. El artículo 6º del Decreto 691 de 1994, quedará así:   "Base de cotización". 

El salario mensual base para calcular las cotizaciones al Sistema General de Pensiones de 

los servidores públicos incorporados al mismo, estará constituido por los siguientes 

factores: 

a) La asignación básica mensual; 

b) Los gastos de representación; 

c) La prima técnica, cuando sea factor de salario; 

d) Las primas de antigüedad, ascensional de capacitación cuando sean factor de salario; 

e) La remuneración por trabajo dominical o festivo; 

f) La remuneración por trabajo suplementario o de horas extras, o realizado en jornada 

nocturna; 

g) La bonificación por servicios prestados; 

Esto, en acatamiento del precedente jurisprudencial contenido en la Sentencia de 

Unificación Jurisprudencial No. 00143, emitida por el Consejo de Estado el 28 de agosto de 

2018, dentro del expediente 52001233300020120014301. La cual determinó que frente a 

la reliquidación de la prestación económica teniendo en cuenta todos los factores 

https://www.funcionpublica.gov.co/eva/gestornormativo/norma.php?i=5325#6
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salariales devengados por el demandante es de acatar que a falta de regulación normativa 

de la Ley 32 de 1986 (ley aplicable al demandante por haber sido integrante del cuerpo de 

custodia y vigilancia carcelaria nacional del INPEC), la única norma legalmente aplicable 

para liquidar la misma son los lineamientos establecidos en el artículo 21 de la Ley 100 de 

1993, esto es, tomando como Ingreso base de liquidación el promedio de lo efectivamente 

cotizado por la demandante, durante los diez (10) últimos años, anteriores al 

reconocimiento de la pensión, con un porcentaje de reemplazo del 75%, por resultar esta 

fórmula más favorable al demandante. 

Bajo las consideraciones anteriores, resulta pertinente aclarar Señor Juez, respecto del 

caso que nos ocupa, las reglas para la aplicación en el tiempo de los criterios sobre el 

ingreso base de liquidación, la tasa de reemplazo y los factores salariales, así: 

El ingreso base de liquidación no fue aspecto sometido al régimen de transición, por lo 

tanto, las reglas para calcular el ingreso base de liquidación de los beneficiarios del 

régimen de transición, son las siguientes: 

Quienes al 1 de abril de 1994 les faltare menos de 10 años para el cumplimiento de los 

requisitos para pensionarse, el ingreso base de liquidación se determinará conforme lo 

establecido en el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. 

Quienes a 1 de abril de 1994 les faltare más de 10 años para el cumplimiento de los 

requisitos para pensionarse, el ingreso ase de liquidación se determinará conforme lo 

establecido en el artículo 21 de la Ley 100 de 1993. 

El régimen de transición respeta edad, tiempo de servicios o semanas cotizadas y monto 

de la pensión del régimen anterior referido solamente a la tasa de reemplazo, como 

quiera que la intención del legislador fue impedir que el Ingreso Base de Liquidación de los 

regímenes anteriores tuviera efectos ULTRACTIVOS. 

Los únicos factores salariales que se deberán tener en cuenta al momento de determinar 

el ingreso base de liquidación serán los contemplados en el Decreto 1158 de 1994, 

siempre y cuando sobre los mismos se hubieran efectuado los aportes al Sistema General 

de Pensiones. Tal determinación se encuentra fundamentada en el deber que les asiste a 

las administradoras de pensiones de cumplir las normas, es decir, liquidar el monto de 

conformidad con el inciso 3 del artículo 36 de la Ley 100 de 1993. Igualmente, se debe 

tener en cuenta que todo lo devengado no tiene la connotación de ser factor salarial, se 

requiere que sea en forma habitual periódica. 

Conforme a lo expuesto, no es procedente acceder a la solicitud de reliquidación de la 

pensión de vejez, tomando para el efecto el promedio de los factores salariales 

devengados en el último año de servicios conforme lo pretende el demandante, como 

quiera que para efectuar la liquidación de las prestaciones, se tomará en cuenta del 

régimen anterior la edad, el tiempo y el monto, entendido éste como la tasa de reemplazo 

(que en todo caso equivale al 75 %); sin embargo para el cálculo del IBL, se tomará lo 
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dispuesto en inciso 3º del artículo 36 de la Ley 100 de 1993 o el artículo 21 de la Ley 100 

de 1993. 

Artículo 21 de la Ley 100 de 1993: INGRESO BASE DE LIQUIDACION. Se entiende por 
ingreso base para liquidar las pensiones previstas en esta ley, el promedio de los salarios o 
rentas sobre los cuales ha cotizado el afiliado durante los diez (10) años anteriores al 
reconocimiento de la pensión, o en todo el tiempo si este fuere inferior para el caso de las 
pensiones de invalidez o sobrevivencia, actualizados anualmente con base en la variación 
del Índice de Precios al Consumidor, según certificación que expida el DANE.  
 

Cuando el promedio del ingreso base, ajustado por inflación, calculado sobre los ingresos 
de toda la vida laboral del trabajador, resulte superior al previsto en el inciso anterior, el 
trabajador podrá optar por este sistema, siempre y cuando haya cotizado 1250 semanas 
como mínimo. 
 

Aunando a lo anterior para obtener el Ingreso Base de Liquidación  en el momento de 
reconocimiento de la prestación económica de deben todos los factores salariales 
establecidos en el Decreto 1158 del 03 de Junio de 1994, siempre y cuando sobre los 
mismos se hubieren efectuado los aportes al Sistema General de Pensiones. 
 

La liquidación de la Pensión Especial de Vejez de la  señora YANET ALCARAZ ACOSTA como 

funcionaria del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC se encuentra ajustado a 

derecho, por cuanto se reconoció de acuerdo a la Ley 32 de 1986, por remisión expresa 

del Acto Legislativo 01 del 2005 en su parágrafo transitorio 5°, aplicando una tasa de 

reemplazo del 75% y el promedio de los 10 últimos años de cotización por ser el más 

favorable conforme al Artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y con los factores salariales del 

Articulo 18 y 19 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 1158 de 1994. 

La norma vigente para los empleados  del orden nacional, a que hace referencia el artículo 

114 de la Ley 32 de 1986 y 184 del Decreto 407 de 1994, era la Ley 33 de 1985, sin 

embargo esta norma no aplica a los servidores cobijados por un régimen especial, como 

los funcionarios del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, dada la 

exclusión expresa en el artículo 1° inciso segunda y por tanto en cuento a los factores 

salariales es necesario acudir a los Artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 

797 de 2003, por ser las normas vigentes al momento del reconocimiento pensional 

También debe tenerse en cuenta que el Artículo 36 de la Ley 100 de 1993 el Ingreso Base 
de Liquidación no fue un tema incluido en Régimen de Transición, por lo cual se debe regir 
por las normas vigentes de la Ley 100 de 1993 modificada por la Ley 797 del 2003. 
 
La mesada pensional de la señora YANET ALCARAZ ACOSTA fue reliquidada mediante 
Resolución SUB- 1913 del 08 de Enero del 2019, por lo cual se obtiene un IBL $2.132.504 al 
cual se aplicó una tasa de reemplazo del 75%, lo que arroja una mesada pensional por 
valor de $ 1.599.538. Se concluye entonces que la prestación económica de la señora 
YANET ALCARAZ ACOSTA se encuentra ajustada a derecho y conforme a las normas 
aplicables a su caso en concreto. 
 
Las pensiones que otorga COLPENSIONES  se fundamentan en una liquidación que 
actualiza los ingresos base de cotización de cada año, que va a formar parte del Ingreso 
base de liquidación para luego éste se siga actualizando anualmente con base en el Índice 



 

23 
 

de precios al consumidor  IPC a fin de que el dinero no pierda su valor adquisitivo acorde 
con lo dispuesto por el Art.21 de la ley 100/93.  
 
EN CUANTO A LOS INTERES MORATORIOS DEL ARTICULO 141 DE LA LEY 100 DE 1993. 
 

El artículo 141 de la ley 100 de 1993 dispone:   

“ARTICULO 141. Intereses de mora. A partir de 1º.  De enero de 1994, en caso de mora en 

el pago de las mesadas Pensiónales de que trata la Ley, la entidad correspondiente 

reconocerá y pagará al pensionado, además de la obligación a su cargo y sobre el importe 

de ella, la tasa máxima de interés moratorio vigente en el momento en que se efectúe el 

pago.”   

La Corte Constitucional a través de la sentencia C-601 de 24 de mayo de 2000, declaró la 

exequibilidad del artículo 141 de la ley 100 de 1993 de la siguiente forma:  

“Así las cosas, para la Corte es evidente que, desde el punto de vista constitucional, las 

entidades de seguridad social están obligadas a indemnizar a los pensionados por la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales atrasadas que se les adeudan, pues el 

artículo 53 de la Carta es imperativo y contundente al disponer que el Estado garantiza el 

derecho al pago oportuno y al reajuste periódico de las pensiones.  En este sentido, el 

artículo 141 de la ley 100 de 1993, desarrolló cabalmente este mandato superior, pues, la 

obligación de pagar oportunamente las pensiones y de asumir, en caso de no hacerlo, un 

interés de mora que consulte la real situación de la economía, es una consecuencia del 

artículo superior referido, en la parte concerniente a pensiones legales en conexidad con 

el artículo 25 ibídem, que contempla una especial protección para el trabajo.” 

De la lectura del artículo anterior, se puede establecer que para que procede el pago por 

concepto de intereses moratorios allí consagrados, es menester que se constituyan 

circunstancias fácticas en las cuales se susciten la cancelación tardía de las mesadas 

pensionales a partir del plazo para hacer efectivo el ingresó a nómina y pago de las 

mesadas pensionales. 

Causación de dichos intereses a partir de la expiración del plazo de los 6 meses para 
hacer efectivo el ingreso a nómina y pago de las mesadas pensionales.   
  

En la Sentencia T-588 de 2003 sostuvo la Corte:   
  
“Para fijar cuál es el término que establece la ley para resolver sobre las peticiones 
relacionadas con las prestaciones de la seguridad social en pensiones, y en este sentido 
definir cuál es exactamente el contenido del derecho fundamental de petición en este 
punto, la Corte ha recurrido a una interpretación integral de tres normas diversas pero 
que concurren a la configuración legal del derecho de petición. Estas normas están 
contenidas en el artículo 6º Página 9 de 17 del C.C.A., en el artículo 19º del Decreto 656 de 
1994 y en el artículo 4º de la ley 700 de 2001, cuyos textos son los siguientes:   
    
(…) Ahora, para determinar cuál es el contenido del derecho de petición en materia de 
pensiones, la Corte ha tenido que fijar el alcance del enunciado del artículo 4º de la ley 
700 de 2001. Para ello la Corte ha recurrido a una interpretación sistemática de las 
normas que regulan el ejercicio del derecho de petición en materia de seguridad social en 



 

24 
 

pensiones (CCA, Decreto 656 de 1994 y ley 700 del 2001), y a una interpretación literal del 
enunciado del referido artículo 4º. Sobre el punto, en la sentencia T-001 de 2003 la Corte 
afirmó:   
    
(...) Como se observa, el máximo plazo para decidir o contestar una solicitud relacionada 
con pensiones de vejez, invalidez y sobrevivencia es de cuatro meses. Hasta el momento 
no hay norma alguna que fije un término diferente para la respuesta a la solicitud en 
materia de pensión para las sociedades administradoras de fondos del régimen de ahorro 
individual, para el Seguro, o para Cajanal. En consecuencia, se debe seguir aplicando por 
analogía el artículo 19º trascrito.   
   
(...) Obsérvese cómo el artículo 4º (de la ley 700 de 2001) establece un término de seis 
meses no para decidir sobre las solicitudes en materia de pensión, como lo hace el artículo 
19º del Decreto 656 de 1994, sino para adelantar los trámites necesarios para el 
reconocimiento y pago de las mesadas; es decir, para el desembolso efectivo del monto 
de las mismas.”   
De lo anterior se sigue que, cuando el derecho de petición es ejercido frente a entidades o 
personas a cuyo cargo existe la obligación de reconocimiento y pago de pensiones, los 
términos constitucionales para resolver sobre las peticiones son los siguientes: (i) de 
quince días hábiles (cuando se trata de recursos en el trámite administrativo o de 
peticiones de información general sobre el trámite adelantado), (ii) de cuatro meses 
(cuando se trata de peticiones enderezadas al reconocimiento de pensiones) y (iii) de seis 
meses (cuando se trata de peticiones o de trámites enderezados al pago efectivo de las 
mesadas).”   
 

La sentencia C-1024 de 2004 MP Rodrigo Escobar Gil, hizo alusión al límite para 

otorgamiento de respuesta así: 

“Se señalaron los plazos con que cuentan las distintas autoridades para dar respuesta de 

fondo a las peticiones en materia pensional y de esa manera garantizar la efectividad de 

dicho derecho. 

Así, esta Corporación concluyó que el plazo es:  

- De quince (15) días hábiles en cualquiera de las hipótesis relacionadas con 

solicitudes de información acerca del trámite y el procedimiento para el 

reconocimiento de una pensión. Sobre la materia expuso que en cualquiera de las 

siguientes hipótesis regula el citado término, a saber: “(...) a) que el interesado 

haya solicitado información sobre el trámite o los procedimientos relativos a la 

pensión; b) que la autoridad pública requiera para resolver sobre una petición de 

reconocimiento, reliquidación o reajuste un término mayor a los 15 días, situación 

de la cual deberá informar al interesado señalándole lo que necesita para resolver, 

en qué momento responderá de fondo a la petición y por qué no le es posible 

contestar antes; c) que se haya interpuesto un recurso contra la decisión dentro del 

trámite administrativo” . 

- De cuatro (4) meses para dar respuesta de fondo a las solicitudes en materia 

pensional (reconocimiento de pensiones de vejez e invalidez, así como las relativas 

a reliquidación y reajuste de las mismas). (Decreto 656 de 1994, artículo 19 y Ley 

797 de 2003, artículo 9. 



 

25 
 

- Debe precisarse que el término de cuatro meses no es aplicable en el caso en que se 

trate del reconocimiento del derecho a la pensión de sobrevivientes, por cuanto allí 

opera el término fijado por el artículo 1º de la Ley 717 de 2001, esto es, máximo 

"dos (2) meses después de radicada la solicitud por el peticionario, con la 

correspondiente documentación que acredite su derecho. 

- Independientemente del plazo previsto para el reconocimiento, reajuste o 

reliquidación de una pensión, ninguna autoridad podrá demorar más seis (6) meses 

a partir del momento en que se eleve la solicitud por el peticionario, para realizar 

efectivamente el pago de las medas pensionales. (Artículo 4° Ley 700 de 2001” 

La sentencia SU -065 de 2018 respecto a los intereses moratorios indicó: 

“Así las cosas, la postura asumida por la Corte Constitucional, en sede de control abstracto 

y concreto, indica que las entidades encargadas del reconocimiento de prestaciones 

propias del sistema de seguridad social están obligadas a reconocer el pago de intereses 

por mora a los pensionados a quienes se les ha reconocido su derecho prestacional en 

virtud de un mandato legal, convencional o particular. Inclusive, ello sucede con 

independencia de que su derecho haya sido reconocido con fundamento en la Ley 100 de 

1993 o una ley o régimen anterior, por lo que la moratoria se causa por el solo hecho de la 

cancelación tardía de las mesadas pensionales, en aplicación del artículo 53 Superior.” 

Según lo reseñado anteriormente, Los intereses moratorios empiezan a causarse a partir 

de la fecha en que la norma ordena el desembolso efectivo del monto de la mesada, esto 

es, a partir del vencimiento de los seis (6) meses que incluye cuatro (4) meses para el 

reconocimiento más dos (2) meses adicionales que se tienen para incluir en nómina en lo 

que respecta para las pensiones de vejez e invalidez. 

Aunado a lo anterior, el Honorable Consejo de Estado, en sentencia del 10 de julio de 

2020, expediente 17001-23-33-000-2015-00034-01, Consejera Ponente SANDRA LISSET 

IBARRA VÉLEZ, trató el asunto de reconocimiento indemnización moratoria del artículo 

141 de la ley 100 de 1993 en los siguientes términos:  

“En suma de todo lo anterior, se tiene que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales en consideración al título que las haga exigible, 

esto es, el acto administrativo de reconocimiento de la prestación que determine el monto 

y periodicidad de dichos pagos, pues en ese momento nacería la obligación de pagar, y en 

caso de retardo en el desembolso se causaría la mora.” 

De este modo, dicho órgano señaló que los intereses moratorios se causan por el retraso 

en el pago de las mesadas pensionales siempre que exista un título que las haga exigible, 

en este caso el Acto Administrativo de reconocimiento de la prestación, del cual surge la 

obligación clara, expresa y exigible de pagar la prestación  así, se reitera que no existe 

obligación alguna a cargo de la Administradora Colombiana de Pensiones COLPENSIONES, 

como quiera que una vez reconocida la prestación no se suscitó mora o retardo en el pago 

de las respectivas mesadas pensionales ya reconocidas.  

Así mismo, cabe resaltar que no es posible solicitar la condena al pago de intereses 

moratorios junto con la indexación en el pago de mesadas pensionales, por cuanto el 
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interés moratorio incluye por principio el resarcimiento inherente a la pérdida del poder 

adquisitivo del dinero, haciendo las pretensiones incompatibles. 

 

EN CUANTO A LA INDEXACION 
 

Articulo 14 Ley 100 de 1993. REAJUSTE DE PENSIONES. Con el objeto de que las 
pensiones de vejez o de jubilación, de invalidez y de sustitución o sobreviviente, en 
cualquiera de los dos regímenes del sistema general de pensiones, mantengan su poder 
adquisitivo constante, se reajustarán anualmente de oficio, el primero de enero de cada 
año, según la variación porcentual del Índice de Precios al Consumidor, certificado por el 
DANE para el año inmediatamente anterior.  
 
No obstante, las pensiones cuyo monto mensual sea igual al salario mínimo legal mensual 
vigente, serán reajustadas de oficio cada vez y con el mismo porcentaje en que se 
incremente dicho salario por el Gobierno. 
 
Al liquidar las diferentes  prestaciones económicas, COLPENSIONES indexa los valores 
cotizados de acuerdo al Índice de Precios al Consumidor (IPC) y cada año se incrementa el 
valor de las pensiones en igual sentido. La obligación surgida a la luz del derecho entre el 
ISS como administrador del Régimen de Pensiones de Prima Media con Prestación 
definida y el pensionado es  la indicada en la ley, esto es, la mesada pensional, para cuyo 
cálculo el legislador dispuso, de manera expresa, factores matemáticos precisos. La 
liquidación de la pensión de vejez del demandante se efectuó de conformidad a la 
norma vigente a la época en que se pensiono la demandante  
Respecto a la indexación, es pertinente señalar que como ya se anotó las pensiones que 
otorgo el ISS ahora COLPENSIONES se fundamentan en una liquidación que actualiza los 
ingresos base de cotización de cada ano que va a formar parte del Ingreso base de 
liquidación para luego éste se siga actualizando anualmente con base en el Índice de 
precios al consumidor  IPC a fin de que el dinero no pierda su valor adquisitivo acorde con 
lo dispuesto por el Art.21 de la ley 100/93.  
  
Debe tenerse en cuenta que al no ser procedente la reliquidación de la mesada pensional 
a favor de la señora YANET ALCARAZ ACOSTA, tampoco  tendría derecho a lo accesorio 
como son los Intereses Moratorios y a la indexación de mesadas pensionales. 
 

 
EXCEPCIONES DE MERITO 

INEXISTENCIA DE LA OBLIGACION. Fundamento esta excepción en el hecho de no estar 

obligado mi representado COLPENSIONES al RECONOCIMIENTO DE NINGUNA DE LAS 

PRETENSIONES propuestas por la demandante YANET ALCARAZ ACOSTA, toda vez que no 

procedente la Reliquidación de la Pensión de Vejez Especial de la  señora YANET ALCARAZ 

ACOSTA como funcionaria del Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario INPEC, por 

cuanto se encuentra ajustado a derecho, ya que se reconoció de acuerdo a la Ley 32 de 

1986, por remisión expresa del Acto Legislativo 01 del 2005 en su parágrafo transitorio 5°, 

aplicando una tasa de reemplazo del 75% y el promedio de los 10 últimos años de 

cotización por ser el más favorable conforme al Artículo 21 de la Ley 100 de 1993 y con los 

factores salariales del Articulo 18 y 19 de la Ley 100 de 1993 y el Decreto 1158 de 1994. 



 

27 
 

La Ley 32 de 1986 no contempló los factores a tener  en  cuenta  para  efectos  de  la  

liquidación  de  la  Prestación Económica de los funcionarios del INSTITUTO NACIONAL 

PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, como tampoco el Ingreso Base de Liquidación, 

razón por la cual es procedente  remitirse a los artículos 114 de la Ley 32 de 1986 y 184 

del Decreto 407 de 1994, que señalaron la aplicación del régimen vigente para los 

empleados públicos del orden nacional. Por lo anterior, es importante precisar que si bien 

la norma vigente para los empleados  del orden nacional, a que hace referencia el artículo 

114 de la Ley 32 de 1986 y 184 del Decreto 407 de 1994, lo era la Ley 33 de 1985, esta 

norma no aplica a los servidores cobijados por un régimen especial, como los funcionarios 

del INSTITUTO NACIONAL PENINTENCIARIO Y CARCELARIO- INPEC, dada la exclusión 

expresa en el artículo 1° inciso segunda y por tanto en cuento a los factores es necesario 

acudir a los artículos 21 y 34 de la Ley 100 de 1993, y 10 de la Ley 797 de 2003, por ser las 

normas vigentes al momento del reconocimiento pensional. 

COBRO DE LO NO DEBIDO POR FALTA DE PRESUPUESTOS LEGALES. COLPENSIONES como 

administrador de Régimen de Prima Media al reconocer y pagar una pensión, lo realiza 

con fundamento en la normativa vigente y de acuerdo con los principios generales de 

favorabilidad en edad, tiempo de servicios o semanas de cotizaciones y monto pensional, 

por lo cual, cuando el demandante sin asidero jurídico o fáctico reclama un derecho o 

pago no procedente incurre en un cobro de lo no debido. 

PRESCRIPCIÓN.  Sin implicar confesión o reconocimiento de derecho alguno, propongo en 

esta excepción la prescripción general del art. 151 del Código de Procedimiento Laboral 

para la totalidad de las obligaciones de tracto sucesivo que tuvieren tres (3) años o más 

desde la fecha de su causación hasta la fecha de notificación de la presente demanda. En 

concordancia con el art. 488 del Código Sustantivo de Trabajo que dice: 

          “Prescripción. Las acciones que emanan de las leyes sociales prescribirán en tres 

años, que se contarán desde que la respectiva  obligación se hizo exigible. El simple  

reclamo escrito del trabajador,  recibido por el patrono, sobre un derecho o prestación 

debidamente determinado, interrumpirá la prescripción pero solo por un lapso igual”. 

Evidentemente corresponde en primer término señalar que la prescripción como 

excepción no requiere mayor fundamentación, siendo obligación del aparato judicial 

resolver todo el tema de la extinción del derecho sin la limitación argumentativa de sus 

fundamentos de derecho, máxime cuando no se le puede imponer a las partes formulas 

sacramentales para alegar la prescripción extintiva,  

LA INNOMINADA. De conformidad con el inciso primero del artículo 282 del Código 

General del Proceso, respetuosamente solicito al Señor Juez, se sirva declarar esta 

excepción de oficio al momento de proferir Sentencia definitiva, frente a que toda 

situación de hecho o derecho que sea advertida y probada en el transcurso del proceso y 

que favorezca los intereses de mí representada. 

Lo anterior en virtud a que cuando el juez halle probados los hechos que constituyen una 

excepción, deberá reconocerla oficiosamente en la sentencia, salvo las de prescripción, 
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compensación y nulidad relativa, las cuales deberá alegarse expresamente en la 

contestación de la demanda. 

PRESUNCIÓN DE LEGALIDAD DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. COLPENSIONES 

Mediante actos administrativos, dio respuesta a las peticiones impetradas por la parte 

demandante YANET ALCARAZ ACOSTA, conforme a las normas aplicables a su caso 

específico, notificándola debidamente de acuerdo al Artículo 75 del Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo, razón por la cual existe 

la presunción de legalidad de los Actos  Administrativos expedidos por COLPENSIONES. 

COMPENSACION. Sin implicar reconocimiento de derecho alguno, fundamento esta 
excepción en la ocurrencia de cualquier pago reconocido y efectuado por parte de 
COLPENSIONES al demandante con o sin derecho, por indemnización, valor mayor pagado, 
devolución de aportes o cualquier otro concepto. 
 

Por consiguiente solicito respetuosamente a la  Honorable Juez, con base en los anteriores 

argumentos se declaren probadas las excepciones propuestas respecto de lo pretendido 

por la parte actora en el libelo de la demanda, pues de lo anterior queda plenamente claro 

que COLPENSIONES actuó conforme a derecho  y en su lugar se  absuelva a mí 

representada por todo cargo y se condene en costas al demandante. 

MEDIOS DE PRUEBA: 
 

Solicito comedidamente se decreten, practiquen y tengan en cuenta las siguientes 
pruebas:      
 
 

DOCUMENTAL. 
 

1. Expediente administrativo  de solicitud de prestaciones económicas de la 
demandante YANET ALCARAZ ACOSTA   C.C N° 31421285. 

2. Solicito al señor Juez comedidamente tenga en cuenta las aportadas con la 
demanda que sean favorables a mi representado COLPENSIONES. 

 
PRUEBAS OFICIOSAS  

Las   que   el   señor   Juez   consideré   decretar   para   obtener certeza jurídica 
suficiente al momento de proferir la respectiva sentencia 

 

 
ANEXOS. 

 

 Memorial de Sustitución de Poder 
 Escritura Publica 3372 de fecha 02 de Septiembre del 2019 con nota de vigencia 

 
  
 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

Invoco como fundamentos de derecho de la demandada Ley 100 de 1993, Ley 32 de 1986, 

Ley 33 de 1985, Parágrafo transitorio 5° del Acto Legislativo 01 de 2005, Decreto 2090 del 

2003,  Artículo 21 de la Ley 100 de 1993, Articulo 18 y 19 de la Ley 100 de 1993, el Decreto 

1158 de 1994 y el Decreto 1950 de 2005. 
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SOLICITUD CONDENA EN COSTAS 

Solicito al Señor  Juez, en nombre de mi poderdante, que de ser negadas las pretensiones 

y condenas y probadas las excepciones de la demanda, la demandante sea condenada al 

pago de las costas y agencias en derecho a favor de COLPENSIONES, conforme al Artículo 

188 del C.P.A.C.A  y  del 365 del Código General del Proceso. 

Además, en el evento de prosperar parcialmente las excepciones propuestas solicito 

respetuosamente al señor Juez se condene igualmente al demandante al pago parcial o 

conjunto de las costas procesales y Agencias en Derecho, teniendo en cuenta al fallar, el 

Numeral 5 del art. 365 del Código General del Proceso. 

 

 

NOTIFICACIONES 
 

Las personales las recibiré en la Calle 22 Norte  Nº 6 AN-24 Oficina 606, Edificio Santa 
Mónica Central Cali o mediante Correo Electrónico dianabedon@yahoo.com. 
 
 
Atentamente, 
 
 

 
DIANA MARIA BEDON CHICA  
C.C Nº 38.551.759 Cali  
TP Nº 129.434 Consejo Superior de la Judicatura 
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Arellano Jaramillo & Abogados S.A.S. 

Calle 22 Norte # 6 AN 24 Oficina 606 Edificio Santa Mónica Central 
Cali – Colombia 
www.aja.net.co 

Doctor 
JUAN FERNANDO ARANGO BETANCOURT 
JUEZ TERCERO ADMINISTRATIVO DEL CIRCUITO DE CARTAGO – VALLE DEL CAUCA.  
E.          S.         D. 
  

 
DEMANDANTE YANETH ALCARAZ ACOSTA   C.C 31421285 

 
CÉDULA DTE. C.C 31421285 

DEMANDADO ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES – COLPENSIONES 

RADICADO 76147333300320210012300   
 
PROCESO ACCION DE NULIDAD Y RESTABLECIMIENTO DEL DERECHO 

ASUNTO Sustitución de poder 
 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO, identificado con cédula de ciudadanía No. 
16.736.240, portador de la Tarjeta Profesional No. 56.392 del Consejo Superior de la 
Judicatura, en mi calidad de Representante Legal de la sociedad ARELLANO JARAMILLO & 
ABOGADOS SAS, identificada con Nit. No. 900.253.759-1, Apoderado General de la 
ADMINISTRADORA COLOMBIANA DE PENSIONES - COLPENSIONES, según consta en 
Escritura Pública No. 3372 del 02 de septiembre de 2019 otorgada por la Notaría Novena 
(9°) del Círculo Notarial de Bogotá, me permito sustituir el poder a mi conferido al(a) 
Doctor(a) DIANA MARIA BEDON CHICA, mayor de edad, identificado con la cédula de 
ciudadanía No. 38.551.759 y portador de la Tarjeta Profesional número 129.434 del 
Consejo Superior de la Judicatura, con las facultades propias del mandato de 
conformidad con el artículo 70 del Código de Procedimiento Civil en armonía con los 
artículos 74 y 77 del Código General del Proceso, especialmente para conciliar, transigir 
y desistir previo concepto del Comité de Conciliación y Defensa Judicial de 
COLPENSIONES, y en general presentar cualquier memorial, revisar el expediente, 
solicitar pruebas, pedir copias, solicitar nulidades, presentar recursos, actuar en primera 
y segunda instancia, entre otros, para el cabal desempeño de este mandato. 

 
Atentamente, 
 
 
 
 
 
LUIS EDUARDO ARELLANO JARAMILLO 
C.C. No. 16.736.240 
T.P. 56.392 C.S. del C.S de la J.  
 
Acepto, 
 
 
 
 
 
DIANA MARIA BEDON CHICA 
C.C. 38.551.759 
T.P 129.434 del C.S. de la J. 


